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El futuro Mision Permanente de Colombi:
es de todos | ante las Naciones Unidas en




                                     

Respuesta al cuestionario sobre bioética y discapacidad de la Relatora Especial de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Información suministrada por la República de Colombia

(Ministerio de Salud y Protección Social)

1. Sírvase por favor proporcionar información sobre el marco legislativo y de
políticas públicas vigente en su país en relación con:
b. Aborto por discapacidad

La Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE) es un derecho fundamental de las mujeres, niñas y adolescentes, el cual está despenalizado en tres casos:

- Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico;
- Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y,
- Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto
En este sentido, el aborto por discapacidad no configura en Colombia una causal de aborto legal.


Sin embargo, ante la necesidad de unificar criterios para la interpretación de la causal “Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico”, la Corte Constitucional se pronunció puntualmente sobre su alcance señalando que, desde la perspectiva constitucional, las malformaciones que habilitan la práctica del aborto corresponden a “aquellas que por su gravedad hacen que el feto sea inviable” y enfatizó que la causal no alude a los eventos en que simplemente se advierte “alguna enfermedad en el feto que pueda ser curada antes o después del parto”.
En este sentido, con el ánimo de garantizar una mayor comprensión de la normatividad, el Estado colombiano brinda a los diferentes actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud lineamientos técnicos sobre el tema, en los cuales se ha hecho énfasis en señalar que la existencia de malformaciones en el feto, cuya condición no le permita determinar al profesional que probablemente no vivirá después del nacimiento no configura per se una causal para acceder a la IVE.
c. Consentimiento informado para tratamientos médicos e investigaciones científicas
El consentimiento informado es un mecanismo a través del cual un paciente es
informado respecto a todos los alcances de los procedimientos diagnósticos y
terapéuticos que le serán practicados, y que le permiten decidir si acepta o rechaza la alternativa propuesta por el profesional, con total conocimiento de esta decisión, lo cual debe constar por escrito en la historia clínica.
En Colombia se cuenta con normas que regulan la implementación del consentimiento informado, como la Ley 23 de 1981, “Por la cual se dictan normas en materia de ética médica”, la Ley Estatutaria 1751 de 2015, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”, la Resolución 1995 de 1999, “Por la cual se establecen normas para el manejo de la Historia Clínica”, y la Resolución 2003 de 2014, “Por la cual se definen los procedimientos y condiciones de inscripción de los Prestadores de Servicios de Salud y de habilitación de servicios de salud”, entre otras.
En lo referente a la población con discapacidad, el Ministerio de Salud y Protección Social expidió la Resolución 1904 de 2017, mediante la cual se estableció la necesidad de consentimiento informado, indicando que la realización de procedimientos diagnósticos y terapéuticos que requieran las personas con
discapacidad, incluyendo los niños, niñas y adolescentes con discapacidad para la
atención en salud sexual y salud reproductiva, deberá contar con la autorización de la persona que será objeto de la atención. Esta autorización se reflejará mediante el consentimiento libre e informado, para lo cual se deberá garantizar el uso de los apoyos, ajustes razonables y salvaguardias que la persona requiera para comprender la información y expresar su voluntad. De igual forma, definió el proceso para los casos en que no sea posible conocer la voluntad de la persona con discapacidad y en los casos de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
En la misma resolución se definió lo referente al consentimiento informado en casos de violencia sexual contra menores; los procedimientos de esterilización quirúrgica que solo podrán realizarse en mayores de edad que den su consentimiento informado; y las declaratorias anticipadas en relación con las atenciones en salud sexual y salud reproductiva que las personas con discapacidad pueden emitir para cuando no puedan tomar decisiones o expresar su voluntad.
Por lo anteriormente expuesto, el Ministerio de Salud y Protección Social expidió el
documento “Orientaciones técnicas para la Implementación del consentimiento
informado para personas con discapacidad en el marco de los derechos sexuales y derechos reproductivos”, el cual tiene como propósito brindar las bases, conceptuales y técnicas para que los prestadores de servicios de salud puedan llevar a cabo el procedimiento de Consentimiento Informado - CI con las personas con discapacidad, teniendo en cuenta que suministre la información adecuada y suficiente para que puedan tomar decisiones informadas en relación con la atención en salud que van a recibir. 
El documento se encuentra disponible en la página de Internet
https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/PS/orientacionestecnicas-consentimiento-pcd3.pdf 


e. Eutanasia y suicidio asistido
La eutanasia en Colombia se define como el “procedimiento médico en el cual se induce la muerte de forma anticipada a una persona con una enfermedad terminal que le genera sufrimiento, tras la solicitud voluntaria, informada e inequívoca de la persona”. En tal virtud, el Ministerio de Salud y Protección Social, expidió en 2015 la Resolución 1216, mediante la cual se definieron las directrices para la conformación y funcionamiento de los “Comités Científico-Interdisciplinarios para el Derecho a Morir con Dignidad”, se reglamentaron las funciones de las instituciones y entidades prestadoras de salud para la garantía del derecho y se estableció la garantía del derecho al cuidado paliativo como estancia de alivio del sufrimiento y acompañamiento en el proceso integral de toma de decisiones, de todas las solicitudes, con el objetivo de que nadie se vea abocado a anticipar la muerte por la falta de cuidado apropiado.
Posteriormente se expidió la Resolución 4006 de 2016 “Por medio de la cual se crea el Comité Interno del Ministerio de Salud y Protección Social para controlar los procedimientos que hagan efectivo el derecho a morir con dignidad, se regula su funcionamiento y se dictan otras disposiciones”. En este marco normativo se crea el comité de revisión exhaustiva y análisis de los casos en los cuales se configura el derecho y se lleva a cabo el procedimiento eutanásico; y se establecen las funciones del Comité que revisa a posteriori el cumplimiento de condiciones y criterios para la garantía del derecho.
Al respecto, se precisa que dichas normativas crean parte del proceso de rigurosidad para la revisión de una solicitud, haciendo de Colombia el único país con un instrumento de validación previo a la realización del procedimiento, diferente al médico que recibe la solicitud, y una estancia de verificación posterior para vigilar que los procesos de atención y cuidado se hayan dado en el marco normativo y jurisprudencial antes listado.
Luego en 2018 fue expedida la Resolución 825 “Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para hacer efectivo el derecho a morir con dignidad de los Niños, Niñas y Adolescentes”, siendo aplicables sus orientaciones a adolescentes ente los 12 y 18 años y excepcionalmente a niños entre 6 y 12 años que demuestren un “desarrollo neurocognitivo y psicológico excepcional”, y aclara que no se aplicará a los niños, niñas y adolescentes que presenten estados alterados de conciencia, discapacidades cognitivas o trastornos psiquiátricos.
La Resolución hace un especial énfasis en que el derecho fundamental a morir con dignidad no se limita a la muerte anticipada o a la eutanasia, sino que comprende el cuidado integral del proceso de muerte, incluyendo el cuidado paliativo, que no debe ser entendido "como exclusivo del final de la vida, sino ante todo como una forma de aliviar el sufrimiento y lograr la mejor calidad de vida para el paciente y su familia".
Finalmente, el suicidio asistido, medicamente o no, sigue estando
penalizado en el país, y no ha sido revisado por la Corte Constitucional en el desarrollo jurisprudencial del derecho a morir con dignidad como una alternativa de muerte medicamente asistida permitida en el país.
2. Sírvanse por favor de proporcionar información sobre data estadística (incluyendo encuestas, censos, data administrativa, literatura, informes y estudios) en relación con:
b. La disponibilidad, la accesibilidad y el uso de aborto por discapacidad

No se cuenta con información disponible al respecto del aborto por discapacidad, debido a que la atención en salud del aborto por discapacidad no constituye una variable que sea reportada en el Registro Individual de Prestación de Servicios de Salud, de donde se obtienen los datos relacionados con el reporte de un procedimiento.
c. La práctica del consentimiento informado para tratamientos médicos e
investigaciones científicas

No se dispone de fuentes de información que determinen datos estadísticos relacionados con el consentimiento informado. 

No obstante, se precisa que Colombia, mediante la normatividad relativa al consentimiento informado, regula la implementación obligatoria del mismo por parte de los prestadores de servicios de salud, tal como se detalló en la respuesta al punto c de la pregunta 1.
f. La práctica de eutanasia y suicidio asistido en las personas con discapacidad


No se cuenta con información disponible al respecto de la eutanasia en personas con discapacidad, debido a que la atención en salud por esta causa no constituye una variable que sea reportada en el Registro Individual de Prestación de Servicios de Salud, de donde se obtienen los datos relacionados con el reporte de un procedimiento.
6. Sírvanse por favor proporcionar información sobre cualquier iniciativa
innovadora que haya sido adoptada en el nivel local, regional o nacional para
promover y garantizar los derechos de las personas con discapacidad en
discusiones de bioética
Como fue mencionado en la respuesta al literal c del ítem 1 de este cuestionario, la orden décimo primera de la Sentencia T-573 de 2016 de la Corte Constitucional “ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social que, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la fecha de la comunicación de esta providencia, expida la reglamentación que garantice que las personas con discapacidad accedan a información adecuada y suficiente sobre sus derechos y sobre las obligaciones correlativas que surgen para los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud respecto de la provisión de apoyos, ajustes y salvaguardias que les permitan adoptar decisiones informadas en esa materia y, en especial, frente a los asuntos que involucran el ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos. El ministerio deberá garantizar que las organizaciones sociales de personas con discapacidad y aquellas que se dedican a la defensa de sus derechos
participen en el proceso de elaboración y difusión del documento…”
En cumplimiento de este mandato se desarrolló una metodología participativa a la que fueron convocados representantes de la sociedad civil elegidos mediante convocatoria pública; igualmente participaron representantes de la Academia, organizaciones no gubernamentales y la institucionalidad, incluidos entes de control como la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría. La metodología consistió en el desarrollo de mesas de trabajo, plenarias y mesas internas.
Como fue reseñado previamente, las disposiciones de esta resolución para la garantía de los derechos sexuales y derechos reproductivos de las personas con discapacidad están orientadas al reconocimiento de la capacidad jurídica y el consentimiento informado de esta población, la toma de decisiones con apoyo, así como las obligaciones de los Integrantes del Sistema en la provisión de apoyos, ajustes razonables y salvaguardias.
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